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“La protección al ambiente no es un ‘amor platónico hacia la madre 
naturaleza’, sino la respuesta a un problema que, de seguirse agravando 
al ritmo presente, acabaría planteando una auténtica cuestión de vida o 
muerte” (Sent. T-11 de 1992).
r e s um e n
En el contexto nacional no es extraño escuchar cuestionamientos acerca del 
desempeño de las corporaciones autónomas regionales (car), pues cuando 
se hace referencia a la corrupción que existe en el sector ambiental, las 
miradas apuntan a la corrupción que se presenta en las citadas entidades. 
Las car son cuestionadas sobre todo por la malversación de los recursos 
económicos destinados a la protección y recuperación del medio ambiente. 
Esta problemática, que afecta gran parte del territorio nacional, no parece 
tener fin, porque en el ámbito regional el favorecimiento político se impone 
sobre los requerimientos técnicos necesarios para el desarrollo de los pro-
yectos ambientales. 
pa la b ra s  c la e
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i n t ro d u c c i  n
Durante los últimos meses la problemática de la corrupción en Colombia 
ha ocupado un lugar protagónico en la discusión política nacional. Y aun-
que escándalos como el de Odebrecht1 y Reficar abarcan la atención de la 
ciudadanía, no es menos preocupante la corrupción que existe en el sector 
* Abogada de la Universidad Externado de Colombia. Especialista en Derecho del Medio Am-
biente y doctora en Derecho de la misma Universidad, con tesis doctoral en Derecho Ambiental. 
Docente investigadora del Departamento de Derecho del Medio Ambiente. Correo electrónico: 
<carolina.montes@uexternado.edu.co>.
1 En lo que concierne al escándalo de Odebrecht, Vargas Llosa sostiene “[...]  Algún día habrá 
que levantar un monumento en homenaje a la compañía brasileña Odebrecht, porque ningún 
gobierno, empresa o partido político ha hecho tanto como ella en América Latina para revelar 
la corrupción que corroe a sus países ni, por supuesto, obrado con tanto empeño para fomentarla 
[...]”. mario vargas llosa, “Las delaciones premiadas”, en El País [en línea]. Disponible en 
82 La corrupción en el sector ambiental: un detrimento contra el patrimonio natural
ambiental2, que se presenta a lo largo y ancho del territorio nacional. El sim-
ple hecho de ocultar un impacto ambiental o la franca omisión de las normas 
de contratación son actuaciones que contradicen los objetivos de protección 
ambiental que inspiran el funcionamiento de las autoridades ambientales. 
Es entonces imperativo trabajar en el fortalecimiento del sector ambiental 
para disminuir la corrupción presente en él, pues en la medida en que se 
optimice la inversión de los recursos destinados a la protección del medio 
ambiente, es posible también garantizarle a la población el derecho a gozar 
de un ambiente sano. En efecto, “la protección al ambiente no es un ‘amor 
platónico hacia la madre naturaleza’, sino la respuesta a un problema que, 
de seguirse agravando al ritmo presente, acabaría planteando una auténtica 
cuestión de vida o muerte”, lo cual también pone en riesgo los ideales de 
desarrollo sostenible planteados en la Constitución Política y plasmados en 
las políticas públicas ambientales del país. 
Desde hace varios años Transparencia por Colombia ha hecho presen cia 
en el país con el fin de 1) prevenir de hechos de corrupción en la gestión admi-
nistrativa de entidades públicas, 2) promover la trans parencia, la rendición de 
cuentas y la participación ciudadana en determinadas áreas de la administración 
y ) sensibilizar al sector público y al privado en torno a la responsabilidad 
compartida que tienen para combatir juntos el flagelo de la corrupción. Para 
esta organización, la problemática asociada a la degradación ambiental es un 
asunto especialmente sensible para la comunidad en general. 
Así, en la lucha contra la corrupción la vinculación de la ciudadanía es 
fundamental para ejercer el control social a las instituciones que manejan 
recursos públicos, de tal manera que la gestión pública obedezca a los crite-
rios de eficiencia, economía, eficacia, planificación y transparencia. Esto es 
muy importante en el sector ambiental, pues no solo se trata de los recursos 
económicos destinados para el funcionamiento de las autoridades ambien-
<http://elpais.com/elpais/217/2/17/opinion/1875185_775112.html>, consultada el 
19 de febrero de 217.
2 Se sostiene que “uno de los errores en los que habitualmente cae la mayoría de la gente al tratar el 
asunto del medio ambiente —incluidos algunos ecologistas— es verlo como una cuestión separada 
de las demás cuando, realmente, el medio ambiente está en nuestras actividades cotidianas y estas 
le afectan directamente”. julián green, “Corrupción y medio ambiente”, en Ecoaula, Revista de 
Divulgación e Información Medioambiental, 26 de julio, 21 [en línea]. Disponible en <http://
revistaecoaula.blogspot.com.co/21/7/corrupcion-y-medio-ambiente.html>, consultada el 
22 de febrero de 217. 
 Corte Constitucional, Sentencia T-11 de 1992. Exp. T-785, M. P. Alejandro Martínez Caballero. 
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tales nacionales, regionales y locales, sino también de la administración de 
nuestro patrimonio natural (recursos naturales renovales y no renovables), 
que es la base en la que se sustenta el desarrollo de nuestro país.
No obstante, y aunque la corrupción presente en el sector ambiental ha 
sido en los últimos años un tema de preocupación para la ciudadanía, el II 
Plan de Acción formulado por la Secretaría de Transparencia solo identificó 
de forma tangencial al sector ambiental como un sector en el que se debía 
trabajar para el fortalecimiento de la transparencia. Además, incluyó como 
una línea estratégica el “fortalecimiento de la información pública sobre 
manejo ambiental en el sector extractivo”, sin mencionar las autoridades 
ambientales, fuente de constantes críticas a causa de su mal desempeño; así, la 
citada línea estratégica de fortalecimiento se limitó solo al sector extractivo. 
Y no es de extrañarse que la Oficina de Transparencia se enfocara en la 
industria extractiva, pues “[…] sin sobornos nunca se habrían concretado 
esos emprendimientos […]”5. Según Eduardo Gudynas, en un análisis rea-
lizado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(ocde) en lo que concierne a los sobornos en negocios internacionales, el 
sector extractivista encabeza la lista de la corrupción. Sostiene el autor que 
alrededor de la industria extractiva se llegan a presentar todas las formas de 
corrupción: “[…] los más conocidos son los sobornos (coimas, mordidas), 
pero además están el cohecho, por ejemplo, para que un funcionario públi-
co autorice un mal informe de impacto ambiental, el tráfico de influencias 
para favorecer concesiones mineras o petroleras que anulan territorialidades 
indígenas o campesinas, encubrimientos para ocultar impactos […]”6. Estas 
formas de corrupción, que vinculan tanto a funcionarios públicos como al 
sector privado y que hacen prevalecer el interés particular sobre el general, 
ponen en evidencia también la debilidad de las autoridades ambientales a la 
hora de garantizar la adecuada protección de los recursos naturales. 
 Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República, Alianza para el Gobierno Abierto. 
ii Plan de Acción 215-217 Colombia. Gobierno abierto para la inclusión social y territorial, 
Bogotá,  de junio de 215 [en línea]. Disponible en <http://agacolombia.org/page/segundo-
plan>.
5 eduardo gudynas, “Corrupción, extractivismos y daño ambiental: una íntima asociación”, 
Centro Latinoamericano de Ecología Social (Claes), 1 de abril, 216 [en línea]. Disponible en 
<http://ambiental.net/216//corrupcion-extractivismos-y-dano-ambiental-una-intima-
asociacion/>, consultada el 5 de febrero de 217.
6 Ibid.
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Así las cosas, este capítulo pretende realizar una revisión de los aspectos 
que se consideran más relevantes en torno a la corrupción que afecta el sector 
ambiental, pretendiendo identificar las formas de corrupción más comunes 
dentro de las corporaciones autónomas regionales. Como aspecto novedoso, 
se subraya la recopilación de la información disponible en la Procuraduría 
General de la Nación, la Contraloría General de la República (cgr) y la 
Fiscalía General de la Nación relacionada con casos de corrupción inves-
tigados o con procesos en curso, los cuales ejemplifican la violación de las 
normas de contratación estatal y malversación de fondos específicamente 
en el sector ambiental. 
I .  r e c u r s o s  e c o nm i c o s  d e s t i na d o s 
a  la  p ro t e c c i  n  am b i e n ta l  e n  c o lom b i a
En Colombia, por disposición de la Ley 99 de 199, el Ministerio de Ambien-
te tiene como función ser el organismo rector del sector ambiental nacional 
y, como tal, a su cargo está fijar los criterios de la política nacional ambiental 
con el fin de promover la protección, conservación y el uso sostenible de 
los recursos naturales y del ambiente. Los recursos económicos destinados 
a la preservación y saneamiento ambiental son considerados por la norma 
como gasto público social7, lo que tiene como fundamento el artículo 5 
de la Constitución8. En este sentido, dentro del Presupuesto General de la 
Nación (pgn) se incorpora cada año un rubro denominado “gasto público 
social ambiental”9, que se “apropia” (destina) a las entidades del sector am-
biental, es decir, para las entidades del Sistema Nacional Ambiental (sina) 
central y para las car que así lo requieran.
Según el último informe de la cgr, durante los últimos años se ha evi-
denciado que los recursos propios de las car superan en cuantía los aportes 
7 Acorde con lo estipulado en el artículo 7 de la Ley 99 de 199, el Decreto 111 de 1996 definió 
en el artículo 1 el gasto público social así: “Se entiende por gasto público social aquel cuyo 
objetivo es la solución de las necesidades básicas insatisfechas de salud, educación, saneamiento 
ambiental, agua potable, vivienda, y las tendientes al bienestar general y al mejoramiento de la 
calidad de vida de la población, programados tanto en funcionamiento como en inversión [...]”.
8 Constitución Política, art. 5: “La ley de apropiaciones deberá tener un componente denominado 
gasto público social que agrupará las partidas de tal naturaleza, según definición hecha por la ley 
orgánica respectiva [...]”.
9 Véase, por ejemplo, el Decreto 170 de 016 (Ministerio de Hacienda y Crédito Público). 
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provenientes del pgn. Según el órgano de control, durante la vigencia 216 
“[...] los recursos apropiados para financiar el gasto ambiental alcanzaron los 
$ 2.98.551 millones, de los cuales $ 699.72 millones (2 %) correspondieron 
al pgn y $ 2.281.179 millones (77 %) a recursos propios de las corporaciones 
autónomas regionales y de desarrollo sostenible (car)”1. Además, afirma 
la entidad que para la vigencia 216 el presupuesto del sector no presentó 
ningún incremento respecto de la vigencia anterior (215) y, por el contra-
rio, los recursos para gastos de funcionamiento se redujeron en un 2 % (de 
$ 716.816 millones pasaron a $ 699.72 millones). 
En la evaluación de desempeño ambiental realizada por la ocde en 
21 se puso de presente que el gasto público ambiental en el país era bajo 
comparado con el gasto ambiental de los otros países de la Organización en 
etapas análogas de desarrollo, y su crecimiento no ha estado acorde con el 
aumento del gasto público total, situación que no les permite a las autoridades 
ambientales cumplir con sus funciones de protección ambiental. En cuanto 
a las inversiones del sector ambiental, sostiene la Organización que “sigue 
siendo baja en comparación con la de otras economías emergentes”, pues 
en las inversiones públicas no se les presta mucha atención a las necesidades 
ambientales del país11. 
Así las cosas, si a la baja destinación de recursos se le suma la deficiente 
gestión presupuestal que por años se viene reportando en las entidades 
del sector ambiental12, lo que le espera al medio ambiente nacional, si no 
se toman medidas más drásticas al respecto, no es muy alentador: mayor 
contaminación de fuentes hídricas, aumento en la pérdida de biodiversidad, 
degradación de mares y costas, disminución de la calidad del aire por ma-
yores contaminantes en la atmósfera, efectos más devastadores del cambio 
climático, deforestación que abarca mayores áreas y, en general, agotamiento 
paulatino del patrimonio natural del país, solo por mencionar algunas de las 
consecuencias que se pueden generar.
1 Contraloría General de la República, Informe sobre el estado de los recursos naturales y el ambiente 
2016-217, Bogotá, agosto de 217. 
11 oecd/eclac, Environmental Performance Reviews: Colombia 2014, oecd Publishing (Evaluaciones 
del desempeño ambiental Colombia 2014) [en línea]. Disponible en <http://www.cepal.org/es/
publicaciones/666-evaluaciones-desempeno-ambiental-colombia-21>.
12 Desde hace algunos años la Contraloría General de la República viene alertando sobre la deficiente 
gestión presupuestal de las entidades del sector ambiental en el informe que anualmente presenta 
al Congreso de la República sobre el estado de los recursos naturales y del ambiente. 
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Como se viene mencionando, los recursos económicos destinados a la 
protección ambiental en Colombia no provienen exclusivamente del pgn, 
sino que también provienen en mayor proporción de los recursos de las 
corporaciones autónomas regionales, las cuales cuentan con autonomía 
administrativa y financiera en el manejo de estos. Recordemos que estas 
corporaciones tienen la función específica de administrar, dentro del área 
de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y 
propender a su desarrollo sostenible. Así, estas entidades integran la admi-
nistración pública del Estado, pues tienen a su cargo la administración de 
los recursos naturales renovales que son de propiedad de la Nación1. 
Para el cabal cumplimiento de sus funciones, la Ley 99 de 199 determinó 
las rentas y patrimonio de las car, que de acuerdo con la Constitución de 
1991, gozan de un régimen de autonomía1. Específicamente, el artículo 6 
estableció el patrimonio y rentas de las car así: 
1. Porcentaje ambiental del impuesto predial; 
2. Recursos de regalías que les transfieran las entidades territoriales; 
. Recursos del Fondo Nacional de Regalías con destino al medio ambiente;
. Recursos provenientes del pago de derechos, contribuciones, tasas (en 
especial: retributivas y compensatorias), tarifas, multas y participaciones;
5. Ingresos causados por las contribuciones de valorización;
6. Hasta el 1 % del impuesto de timbre a los vehículos que fijen los de-
partamentos; 
7. El 5 % de las indemnizaciones impuestas en desarrollo de las acciones 
populares;
8. El 5 % del valor de las multas o penas pecuniarias impuestas por las 
entidades territoriales por la violación de leyes ambientales;
9. Recursos apropiados del Presupuesto General de la Nación; 
1. Sumas de dinero y los bienes muebles e inmuebles y especies que a cual-
quier título le transfieran las entidades o personas públicas o privadas y;
1 Decreto 2811 de 197, art. 2: “Pertenecen a la Nación los recursos naturales renovables y demás 
elementos ambientales regulados por este Código que se encuentren dentro del territorio nacional, 
sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos por particulares y de las normas especiales 
sobre baldíos”.
1 La Ley 99 de 199 destinó el título vii a regular las rentas de las corporaciones autónomas regio-
nales. Dentro de lista de rentas se incluyeron las siguientes: tasas retributivas y compensatorias, 
tasas por utilización de aguas, porcentaje ambiental de los gravámenes a la propiedad inmueble 
y transferencias del sector eléctrico. 
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11. Los derechos causados por el otorgamiento de licencias, permisos, au-
torizaciones, concesiones y salvoconductos15.
Es claro que gran parte de los recursos económicos del sector ambiental 
los recaudan las car y forman parte de sus recursos propios16. En algunas 
regiones del país los recursos propios recaudados les permiten a estas 
entidades cubrir con suficiencia sus gastos de funcionamiento, inversión, 
empréstitos y obligaciones en general, por lo que deciden no recibir aportes 
provenientes del pgn. 
No obstante, muchas de las car resultan siendo beneficiarias de recur-
sos provenientes del pgn para el cumplimiento de su objetivo misional. En 
efecto, con estos recursos se cubren parte de los gastos de inversión de cerca 
del ochenta y ocho por ciento de las corporaciones autónomas regionales. 
A pesar de esto, históricamente el sector ambiental colombiano no reporta 
un óptimo manejo de los recursos “[...] especialmente por las deficiencias 
detectadas en las ejecuciones de los presupuestos de la mayoría de las cor-
poraciones autónomas regionales”17. Para las corporaciones que reciben 
15 “De acuerdo con el artículo transcrito, el patrimonio con el cual fueron creadas las corporaciones, 
ya que son desmembraciones del patrimonio público, según la Ley 151 de 1959, las sumas de 
dinero y especies que a cualquier título les transfiera la Nación, los bienes muebles e inmuebles y 
los que les sean transferidos a cualquier título, están sometidos a la Ley Orgánica de Presupues-
to. No así los que corresponden a los numerales 1, 2, , , 5, 6, 7, 8 y 11 del artículo 6, que se 
acaba de transcribir, que no se someten a las normas presupuestales de la Nación. Lo anterior no 
implica que tales recursos no sean objeto del control fiscal de la Contraloría General de la Repú-
blica o que la ley, en forma específica, determine la manera de su manejo presupuestal, en razón 
de la autonomía que la Constitución reconoce a estas corporaciones”. Corte Constitucional, 
Sentencia C-275 de 211.
16 “En el ejercicio de la autonomía en el manejo presupuestal de los recursos propios, las car rea-
lizan directamente el recaudo de fondos de las diferentes fuentes que financian sus actividades; 
así mismo, la programación, elaboración, presentación, aprobación, modificación y ejecución de 
los presupuestos anuales se efectúa por sus órganos de dirección y administración, sin ninguna 
injerencia del Gobierno nacional ni del Congreso de la República. Sin embargo, la cgr ha sostenido 
que las corporaciones autónomas regionales, por ser del ámbito de aplicación del artículo 52 
de la Constitución Política, deben manejarse acatando los principios constitucionales y legales 
que rigen el gasto público (planificación, anualidad, universalidad, unidad de caja, programación 
integral y especialización), consignados en el artículo 12 del Estatuto Orgánico del Presupuesto 
General de la Nación (Decreto 111 de 1996, que compila la Ley 8 de 1989, la Ley 179 de 199 
y la Ley 225 de 1995), que les permita realizar unas ejecuciones presupuestales responsables y 
eficientes”. Contraloría General de la República, Informe del estado de los recursos naturales y del 
ambiente (ierna) 2015-2016.
17 Contraloría General de la Republica, Informe del estado de los recursos naturales y del ambiente 
(ierna) 215-216.
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recursos del pgn (aunque sea en una menor proporción), ha establecido la 
Corte Constitucional que “[...] resulta procedente la aplicación de las normas 
del Estatuto Orgánico de Presupuesto, de conformidad con el artículo .º del 
Decreto 111 de 1996 [...]”18, y además estarán sujetos al control fiscal que 
ejerce la Contraloría General de la Republica. 
En cuanto al régimen de contratación, las car han encuadrado en el 
régimen establecido por la Ley 8 de 199, aunque en el listado de entida-
des públicas objeto de aplicación del Estatuto General de Contratación de 
la Administración Pública no fueron incluidas inicialmente. Sin embargo, 
con la modificación incorporada por la Ley 115 de 27[19], la cual intro-
dujo medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 8 de 199, se 
determinó que estas corporaciones estarían también sometidas al citado 
estatuto contractual2, pues la Ley 99 de 199 no les asignó un régimen de 
contratación especial. 
La motivación de este cambio en la norma se debió a que “[...] las com-
petencias que en materia ambiental ejercen las corporaciones autónomas 
regionales son una forma de gestión de facultades estatales, es decir, de 
competencias que emanan de las potestades del Estado central [...]21 son 
entidades que cumplen cometidos públicos de interés del Estado y de la 
comunidad”22. Se infiere entonces que estas entidades con la contratación 
persiguen el cumplimiento de los fines del Estado, es decir, garantizar la 
18 Corte Constitucional, Sentencia C-275 de 1998. Exp. D-1895. Demanda de inconstitucionalidad 
contra el artículo .º del Decreto 111 de 1996, “Por el cual se compilan la Ley 8 de 1989, la Ley 
179 de 199 y la Ley 225 de 1995, que conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto”. M. P. 
(e) Carmenza Isaza de Gómez.
19 Ley 115 de 27, artículo 2: “Del régimen contractual de las corporaciones autónomas regionales. 
La contratación de las corporaciones autónomas regionales incluida la Corporación Autónoma 
Regional del Río Grande de la Magdalena, se someterá al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública contenido en la Ley 8 de 199 y en las demás normas que lo modifiquen, 
deroguen o adicionen”.
2 Además ya lo había señalado la Corte al referir que “[...] las corporaciones, en principio, están 
incluidas en el campo de aplicación del artículo .º demandado, pues este señala que ‘Para efectos 
presupuestales, [a] todas las personas jurídicas del orden nacional, cuyo patrimonio esté constituido 
por fondos públicos [...] se les aplicarán las disposiciones que rigen para los establecimientos 
públicos” (Corte Constitucional, Sentencia C-275 de 211).
21 Corte Constitucional, Sentencia C-596 de 1998. Exp. D-221. Demanda de inconstitucionalidad 
contra los artículos 2 y 1, numeral 2, de la Ley 99 de 199. M. P. Vladimiro Naranjo Mesa.
22 Corte Constitucional, Sentencia C-262 de 1995. Acción de inconstitucionalidad contra el parágrafo 
1.º del artículo 11 de la Ley 99 de 199 y los artículos 1.º, 11, 22, 2 y 1 del Decreto 1275 del 
21 de julio de 199. M. P. Fabio Morón Díaz. 
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efectividad de los derechos e intereses de los administrados y una eficiente 
y continua prestación de los servicios públicos2, por lo cual es imperati-
vo para ellas el cumplimiento de los principios de la contratación pública 
(transparencia, economía y responsabilidad). Sin embargo, es precisamente 
la contratación uno de los principales cuestionamientos que se les hace a 
estas entidades.
En la Estrategia de Buen Gobierno, contenida en la Ley 175 de 215 
(Plan Nacional de Desarrollo 21-218 “Todos por un nuevo país”), se 
incluyeron objetivos relacionados con la adecuada presupuestación de los 
recursos asignados a las entidades públicas para tener un control asociado a 
los resultados y a la calidad de la inversión pública. Apoyadas en este obje-
tivo, les corresponde a las car revisar el manejo de los recursos que reciben 
con destino a la protección ambiental y realizar una óptima ejecución pre-
supuestal de los recursos asignados, buscando garantizar que las partidas 
presupuestales apropiadas anualmente en el Presupuesto General de la 
Nación se mantengan o aumenten en beneficio del medio ambiente nacional. 
I I .  l a  c o r ru p c i  n  q u e  a f e c ta 
a l  s e c to r  am b i e n ta l  c o lom b i a n o
Sobre el tema particular que nos ocupa, Rodríguez Becerra relaciona una 
serie de actos de corrupción comunes en el sector ambiental como son la 
venta de permisos para el aprovechamiento de uno o más recursos naturales, 
negociación de las licencias ambientales, pago de sobornos para ocultar in-
fracciones de tipo ambiental o el comercio de especies protegidas, además de 
los pagos que se realizan para la agilización de trámites administrativos 
dentro de las autoridades ambientales2. 
Esta corrupción que se presenta en el sector ambiental es analizada 
en un estudio titulado La maldición de la abundancia, el cual se refiere a la 
abundancia de recursos como uno de los factores que facilitan la corrupción 
en este sector25. Según la investigación, se pudo evidenciar que ante la abun-
2 Ley 8 de 199, art. .º.
2 manuel rodríguez becerra, “Corrupción y la impunidad: dos grandes protagonistas del 
deterioro ambiental”, en Ozono, n.º 11, abril, 1996, pp. - 5.
25 alberto acosta, La maldición de la abundancia, 1.ª ed., Quito, Ediciones Abya-Yala, 29, p. 
2. 
9 La corrupción en el sector ambiental: un detrimento contra el patrimonio natural
dancia de algún recurso, tanto renovable como no renovable, la corrupción 
se acrecienta, pues los corruptos se pueden aprovechar de manera ilegal de 
los recursos sin que la colectividad se sienta afectada26. Este planteamiento es 
muy válido para un país como Colombia, donde la abundancia de recursos 
naturales en áreas remotas y el débil control ciudadano facilitan la acción de 
los corruptos en el uso y menoscabo de los recursos naturales de la Nación 
permitiendo una sobreexplotación de recursos naturales o afectaciones de 
ecosistemas en beneficio de personas o empresas que no compensan de forma 
adecuada el medio ambiente utilizado. 
Las evidencias encontradas por los equipos auditores de la Contraloría 
General de la República demuestran que la corrupción en el sector ambiental 
se materializa en primer lugar en el escaso cumplimiento de los objetivos 
misionales de las car, que recibiendo cuantiosos recursos para la protección 
del medio ambiente en el área de su jurisdicción no cumplen de manera cabal 
su misión permitiendo una creciente degradación de los recursos naturales a su 
cargo. Según Rodríguez Becerra, “[...] la corrupción e impunidad podrían 
llegar a constituirse en dos de los mayores factores explicativos del deterioro 
ambiental urbano y rural. Constituyéndose en dos de las principales causas 
de la destrucción de ecosistemas únicos o de daños irreversibles a nuestros 
recursos naturales [...]”27. De acuerdo con el autor, la corrupción de los 
funcionarios públicos en las autoridades ambientales, promovida en algunos 
casos por los particulares, constituye una seria amenaza para las generaciones 
presentes y futuras en su derecho a gozar de un ambiente sano. 
Uno de los grandes problemas que presentan estas car y que se asocian 
a hechos de corrupción son las debilidades que tienen en sus procesos de 
contratación, pues se han logrado evidenciar continuas violaciones del 
Estatuto General de Contratación y de las normas de austeridad del gasto, 
según lo evidencian los informes de auditorías realizadas en los últimos 
periodos por la cgr28. Por ejemplo, se celebran contratos sin contar con la 
planeación debida para garantizar el cumplimiento de los fines contractua-
les, situación que tampoco se evidencia por parte de la interventoría por su 
misma deficiencia.
26 Ibid.  
27 rodríguez becerra, “Corrupción y la impunidad: dos grandes protagonistas del deterioro 
ambiental”, cit.
28 <http://www.contraloria.gov.co/control-fiscal/control-fiscal-micro-proceso-auditor>.
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La Quinta Sesión de la Conferencia de los Estados Parte en la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción, celebrada durante el año 
21 en ciudad de Panamá, reconoció que la corrupción tiene un serio im-
pacto en el medio ambiente. Según las Naciones Unidas, el manejo irregular 
de recursos destinados para los programas de protección ambiental, la venta de 
permisos y licencias de explotación de recursos naturales y el tráfico de especies 
de flora y fauna en peligro de extinción, entre otros, son hechos de corrup-
ción ambiental que deben llevar a identificar los principales desafíos que 
debe enfrentar la colectividad29 .
Dentro de los desafíos identificados por la Convención de las Naciones 
Unidas en contra la corrupción en el sector ambiental, se listan:
— Prevención de los daños ambientales. 
— Minimización de las actividades delictivas de bajo riesgo y alto beneficio.
— Evitar los sobornos y encubrimientos.
— Ausencia de sustento técnico en las decisiones1.
— Reducción de la demanda de fauna salvaje y madera ilegal2. 
Esta misma Convención sostiene que “[...] para frenar la corrupción los 
gobiernos de países ricos en recursos pueden reforzar el marco legal y las 
instituciones relevantes, además de mejorar la transparencia en los procesos 
de contratación y compras para proyectos de infraestructura a gran escala”. 
Sin embargo, los análisis de Rodríguez Becerra lo llevan a concluir que pre-
29 Organización de las Naciones Unidas, Corrupción y Medio Ambiente. Conferencia de los Esta-
dos Parte en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, Ciudad de Panamá, 
noviembre de 21.
 “Los delincuentes se aprovechan de la complicidad de los funcionarios, lo que puede traer 
como consecuencia encubrimientos de evaluaciones de impacto de proyectos hídricos a gran 
escala como presas, canales y desagües. El soborno y el nepotismo también pueden afectar la 
concesión de licencias para la eliminación de residuos” (Organización de las Naciones Unidas, 
Corrupción y Medio Ambiente, cit.).
1 “Cuando las grandes empresas, con ayuda de funcionarios corruptos, pueden desviar los recursos 
hídricos de los agricultores a pequeña escala que dependen de la irrigación desde los ríos para 
cultivar sus cosechas y ganarse la vida, se hace más grande la brecha entre los poderosos y los 
impotentes, que pueden acabar con un acceso restringido a los recursos y la tierra” (Organización 
de las Naciones Unidas, Corrupción y Medio Ambiente, cit.).
2 “Los consumidores pueden desempeñar un papel en la eliminación del comercio de fauna salvaje 
y madera ilegal si tienen conciencia de los productos que se utilizan en la medicina tradicional, 
como el cuerno de rinoceronte o los huesos de tigre y prestan especial atención al etiquetado 
cuando compran maderas exóticas” (Organización de las Naciones Unidas, Corrupción y Medio 
Ambiente, cit.).
 Organización de las Naciones Unidas, Corrupción y Medio Ambiente, cit.
92 La corrupción en el sector ambiental: un detrimento contra el patrimonio natural
cisamente el fortalecimiento de las instituciones ambientales puede conducir 
a un aumento de la corrupción por el modelo de control implementado en 
la mayoría de los países del mundo, pues se limita al “[...] establecimiento 
de unas regulaciones y normas para el uso y conservación de los recursos 
naturales renovables y el medio ambiente, con sus respectivos sistemas de 
control para hacerlas cumplir, y las sanciones correspondientes para quie-
nes las violen”. La dificultad principal radica entonces en las sanciones 
impuestas a los infractores ambientales y su efectividad para la prevención 
no solo de la corrupción, sino también de la degradación ambiental.
Otra de las grandes falencias de las car está asociada al trámite y eficacia 
de los procesos sancionatorios ambientales que adelantan en virtud de la Ley 
1 de 29, los cuales no solo no cumplen con los plazos establecidos en 
la norma, sino que también presentan bajo recaudo de las multas impuestas 
como sanción a los infractores de las normas ambientales.
Las debilidades de las car quedaron en evidencia durante el fenómeno 
de la Niña de los años 21-211. Los devastadores efectos que dejaron las 
inundaciones a lo largo y ancho del país llevaron a la ciudadanía a concluir 
que las car “[...] no trabajaron adecuadamente en acciones de prevención. 
Sin embargo, su disculpa fue que las lluvias eran tan fuertes que superaron 
cualquier predicción técnica y que nadie estaba preparado en el país para 
este fenómeno”. No siendo suficiente esta debilidad institucional en el es-
tablecimiento de estrategias de adaptación al cambio climático y su pobreza 
técnica e ineficiencia para enfrentar el citado fenómeno, el Gobierno nacional 
“[...] les giró ingentes sumas de dinero para ejecutar obras. Las auditorías 
de la Contraloría General dieron cuenta de que la mayoría de los trabajos no 
se desarrollaron de acuerdo con los mandamientos técnicos, muchos que-
daron inconclusos y casi todos los contratos fueron otorgados directamente 
aprovechando la figura de la declaración de emergencia”5. 
Todo lo anterior debe llevar a preguntarnos por el costo ambiental que 
se le traslada a la sociedad a causa de la corrupción en el sector. La degra-
dación de los recursos naturales a causa de un permiso de vertimientos, de 
 rodríguez becerra, “Corrupción y la impunidad: dos grandes protagonistas del deterioro 
ambiental”, cit. 
5 “¿Son las car nidos de corrupción?”, en Ola Política, s. f. [en línea]. Disponible en <http://www.
olapolitica.com/content/ %C2 %BFson-las-car-nidos-de-corrupci %C %Bn>, consultada el 
1.º de febrero de 217.
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emisiones atmosféricas o de aprovechamiento forestal otorgado para favorecer 
a particulares o industrias tiene un alto costo económico que la población 
debe asumir, no solo como una pérdida en el patrimonio natural, sino como 
consecuencia de las inversiones que luego se deben realizar para recuperarlo. 
Esto, sin mencionar los costos en los que deberán incurrir tanto el Estado 
como la población para atender los problemas de salud que se deriven por 
la mala calidad del ambiente. 
Por ejemplo, la mala calidad del recurso hídrico nacional no solo tiene 
efectos sobre la salud de la población; también afecta las actividades agrícolas, 
ganaderas y recreativas. Muchos municipios del país presentan un insuficien-
te tratamiento de las aguas residuales y hacen los vertimientos sin cumplir 
con los estándares establecidos en las normas. Frente a esta problemática, es 
realmente preocupante ver también la ineficiencia de las car al hacer cumplir 
las obligaciones legales sobre los planes de saneamiento y manejo de verti-
mientos (psmv). La mayoría de los municipios no han adoptado este plan y 
las autoridades ambientales son laxas en las exigencias de su cumplimiento. 
Ahora bien, la falta de implementación de metodologías de valoración 
de costos ambientales ha llevado a que tanto autoridades ambientales como 
particulares saquen provecho de este vacío para degradar el medio ambien-
te sin que se les cobre realmente por la afectación causada. Así, los cobros 
generados por la afectación ambiental según los esquemas de tasación exis-
tentes no logran cubrir los costos de recuperación del ecosistema, pues es 
tan costoso reparar los daños que es preferible pagar por contaminar que 
descontaminar; se trata entonces de transmutar el principio contaminador-
pagador al principio del contaminador-reparador.
Otros de los interrogantes que surgen dentro del sector y que se vincu-
lan con la corrupción ambiental están asociados a la forma de elección de 
los directores de estas corporaciones. En este sentido, cabe preguntarse si 
la forma de elección del director general de las car es un factor que influye 
en la corrupción. Desde la expedición de la Ley 99 de 199 se determinó la 
forma de elección y el periodo6 del director general de las corporaciones 
6 Inicialmente el periodo del citado director general era de tres años. A partir de la expedición de 
la Ley 126 de 28 se homologó el periodo de los directores con el de gobernadores y alcaldes 
y se aumentó a cuatro años, con la posibilidad de ser reelegidos a partir del 1.º de enero de 212. 
Luego, con la expedición del Decreto 565 de 211, se amplió el periodo de los directores de 
estas corporaciones hasta el  de junio de 212 y no desde el 1.º de junio de 212 hasta el 1 
de diciembre de 215, como se había establecido en la norma de 28. Esta modificación fue 
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autónomas regionales, que sería el encargado de ser el representante legal 
y la primera autoridad ejecutiva de la entidad. Sin embargo, la elección del 
mencionado director está inmersa en un círculo vicioso, dado que quien sea 
elegido para tan honroso cargo estará políticamente comprometido con sus 
nominadores a cumplir con los “favores” que requieran y actuar de manera 
“políticamente correcta”.
¿En qué consiste este círculo vicioso? En virtud de lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Ley 99 de 199, las car tienen tres órganos principales 
de dirección y administración, a saber: 1) la Asamblea Corporativa, 2) el 
Consejo Directivo y ) el director general. La Asamblea Corporativa es el 
principal órgano de dirección de la corporación y estará integrada por todos 
los representantes legales de las entidades territoriales de su jurisdicción. Sus 
funciones son: 1) elegir el Consejo Directivo, 2) designar el revisor fiscal o 
auditor interno de la corporación, ) conocer y aprobar el informe de gestión 
de la administración, ) conocer y aprobar las cuentas de resultados de cada 
periodo anual, 5) adoptar los estatutos de la corporación, etc.
Así pues, es el Consejo Directivo de la corporación, elegido a su vez por 
la Asamblea Corporativa, el que tiene la tarea de nombrar al director gene-
ral, y entre los tres administrarán la entidad. Este Consejo estará integrado 
además por el gobernador o los gobernadores de los departamentos sobre 
cuyo territorio ejerza jurisdicción la corporación autónoma regional, un 
representante del presidente de la República, un representante del minis-
tro del Medio Ambiente, hasta cuatro alcaldes de los municipios (también 
parte de la Asamblea Corporativa) comprendidos dentro del territorio de 
la jurisdicción de la corporación, dos representantes del sector privado, un 
representante de las comunidades indígenas o etnias tradicionalmente asen-
tadas en el territorio de jurisdicción de la corporación y dos representantes 
de las entidades sin ánimo de lucro que tengan su domicilio en el área de 
jurisdicción de la corporación. Así pues, el Consejo Directivo está en manos 
de los políticos de la región sobre la cual la corporación ejerce su jurisdicción, 
y los demás miembros del Consejo terminan siendo convidados de piedra 
de cara al “frente político” que rodea la conformación misma del organismo 
directivo y la elección del director general.
declarada inexequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-66 de 212 (M. P. Luis 
Ernesto Vargas Silva). Sin embargo, este pronunciamiento fue inocuo, pues ya el periodo se había 
cumplido en un noventa por ciento. 
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No obstante, más allá del tiempo que esté frente al cargo cada director 
de la corporación autónoma regional o de la posibilidad de ser reelegido, lo 
realmente controvertible es su forma de elección y la misma administración 
de la corporación, las cuales la llevan a convertirse en un fortín para los 
políticos regionales y no en la entidad técnica que debería ser.
Cuando fueron creadas las corporaciones autónomas regionales, se pensó en ellas 
como unas entidades técnicas que contribuirían en grande a un desarrollo social 
y ambientalmente sostenibles en las diversas regiones del país. Hoy, sin embargo, 
no sería exagerado decir que algunas se han convertido en cuevas de Rolando. Se 
creyó que la representación que en las corporaciones tienen las organizaciones 
ambientalistas, los gremios y el propio Gobierno nacional velaría por que se 
mantuvieran transparentes y eficaces, y nunca les entrara la roya de la politique-
ría. Por eso la ley las dotó de ingresos considerables. Sin embargo, en los últimos 
años son muchos los escándalos que han tocado a algunas de estas corporaciones, 
precisamente porque sus ricos presupuestos son ahora un botín que se pelean la 
politiquería y la corrupción [...] la burocracia y el clientelismo se han implantado 
en muchas corporaciones prevaleciendo sobre su visión y su misión7 .
En conclusión, lo único que está claro es que
Ha existido entre la clase política una defensa a muerte de las corporaciones au-
tónomas regionales. Se ha dicho que ellas son sustanciales para la protección y 
la promoción de los recursos naturales. Sin embargo, gana espacio una creciente 
ola de opinión que cree que las car deben transformarse o acabarse, porque no 
cumplen con su propósito de ser autoridades ambientales y se han convertido en 
un nido de corrupción8.
7 “Corrupción y politiquería contaminan Corporaciones Autónomas Regionales”, en Semana, 
27 de enero de 29 [en línea]. Disponible en <http://www.semana.com/politica/articulo/
corrupcion-politiqueria-contaminan-corporaciones-autonomas-regionales/9958->, consultada 
el 5 de febrero de 217.
8 “¿Son las car nidos de corrupción?”, en Ola Política, s. f. [en línea]. Disponible en <http://www.
olapolitica.com/content/ %C2 %BFson-las-car-nidos-de-corrupci %C %Bn>, consultada el 
1.º de febrero de 217.
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I I I .  fa c to r e s  q u e  p romu e  e n 
la  c o r ru p c i  n  e n  e l  s e c to r  am b i e n ta l 
Durante muchos años las auditorías adelantadas por la cgr han eviden-
ciado situaciones irregulares en las car que en el ejercicio auditor quedan 
incluidas como hallazgos para cada entidad, y dependiendo de las normas 
transgredidas, se les dan las connotaciones fiscales, disciplinarias o penales 
a las que haya lugar. Se listan a continuación las situaciones más comunes: 
1. Lentitud al empezar y culminar los procesos sancionatorios ambientales.
2. Falta de unidad de criterio en la formulación de programas y proyectos 
ambientales.
. Contratación con deficiencias en estudios previos y en supervisión.
. Productos finales sin control de calidad, utilidad o cumplimiento de los 
fines contractuales.
5. Ausencia de estudios técnicos para determinar el valor de los contratos.
6. Cumplimiento deficiente de los objetivos misionales9.
7. Deficiencias de información sobre los recursos naturales existentes en 
el área de su jurisdicción y de los factores de presión ambiental.
8. Contratación de profesionales que no cuentan con la idoneidad para la 
prestación del servicio requerido ni mucho menos para el cumplimiento 
del objeto contractual, o contando con la formación, no cumplen con el 
requisito de la experiencia mínima.
9. Desorden en el otorgamiento de los permisos y autorizaciones ambien-
tales.
1. Deficiencias en el cumplimiento de los principios contractuales y de 
austeridad del gasto.
Otra gran fuente de corrupción detectada se da en torno al pago de las 
compensaciones ambientales, las cuales se adelantan con tantas irregularida-
des como posibilidades de defraudación existen. Bien sea porque se cambian 
árboles por tecnología, parques o pavimento o porque escogiéndose una zona 
que ha de ser reforestada, las plántulas no son cuidadas luego y se pierde la 
inversión. Otro caso que debe investigarse es el no pago de la compensación 
9 En algunas corporaciones no se miden de manera integral las variables necesarias para hacer un 
efectivo control y seguimiento de su gestión misional.
 En algunos casos estos permisos son prorrogados sin verificar el cumplimiento del permiso 
anterior ni la actualización con la normatividad vigente.
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causada, como el ocurrido con Codechocó, en el cual se anuló en el año 215 
una factura por cerca de $ 2.9 millones para el pago de una compensación 
ambiental para reforestar 17 hectáreas de bosque, sin verificar la ejecución 
del proyecto y sin que el funcionario que ordenó la anulación de la compen-
sación1 hubiera tenido competencia para hacerlo. 
Así mismo, es una fuente de corrupción la asociada a los aprovechamien-
tos forestales nacionales, en los cuales la pérdida de bosque aumenta de forma 
dramática según los informes presentados por el Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam)2. Un serio caso de corrup-
ción en el departamento del Chocó se dio en torno al Salvoconducto Único 
Nacional, que es la autorización entregada por la autoridad ambiental para 
la movilización de los especímenes de diversidad biológica provenientes de 
los aprovechamientos forestales. Según los hallazgos de la cgr, en la juris-
dicción de Codechocó se movilizan volúmenes mayores de los autorizados 
en el salvoconducto o se transportan especímenes no autorizados, como 
consecuencia del débil control de la corporación sobre los permisos de 
aprovechamiento otorgados. Además, en la jurisdicción de esa corporación se 
otorgan permisos de aprovechamiento sin términos para adelantarlo, lo que 
da como resultado la ausencia de criterios de sostenibilidad en detrimento 
de la renovabilidad del recurso. Para el año 21 se pudo determinar que el 
6 % de las especies forestales que fueron movilizadas en el departamento 
del Chocó se encontraban en el catálogo de especies amenazadas. 
Los sobrecostos de los contratos es otro asunto que causa indignación 
en la ciudadanía. Tal es el caso de la Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca, donde “[...] se pagaron cinco millones por cinco palines y 
cuatro millones por cinco palas, que de acuerdo con cotizaciones que hizo 
la cgr, a precios del segundo semestre del 21 solo podían costar 5. 
1 Contraloría General de la República, Informe de Auditoría Codechocó 2015. 
2 Según el Ideam, el 51,7 % del territorio colombiano equivalente a 58.96.5 hectáreas, son áreas 
de bosque natural, presentándose la mayor deforestación en la Zona Andina y la Amazonia. Según 
los estudios adelantados por esa entidad, “en la jurisdicción de cinco departamentos se concentra el 
61 % de la deforestación nacional, a saber, Caquetá, Antioquia, Meta, Putumayo y Chocó”. Insti-
tuto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (ideam), Boletín de Alertas Tempranas de 
Deforestación (AT-D). Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono-smbyc [en línea]. Disponible en 
<http://www.ideam.gov.co/web/sala-de-prensa/noticias/-/asset_publisher/96oXgZAhHrhJ/
content/aumenta-deforestacion-en-colombia-para-21pdf>, consultada en febrero de 217.
 Contraloría General de la República, Informe de Auditoría Codechocó 2014.
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y 52.5 en cada caso”. El contrato celebrado por la Corporación para la 
mejora tecnológica del laboratorio ambiental tuvo un costo aproximado de 
quinientos millones de pesos y presentó inconsistencias en el estudio de mer-
cado, en el sentir de la cgr. El organismo de control pudo establecer además 
que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca “[...] pagó $ 116, 
millones por concepto de capacitación [...] a un costo de $ 1.115.8, la 
hora, de las cuales fueron para dos funcionarios y las restantes 8 horas para 
5 personas”5. Agrega el informe de la Contraloría que además el contratista 
indicó haber subcontratado a una persona, que allegó un recibo por $ ,7 
millones, pago que no contaba con ningún soporte, siendo estos recursos 
finalmente entregados al cónyuge del subcontratista.  
Otro aspecto que en materia ambiental es cuestionado por la corrupción 
que genera es el relativo a las licencias ambientales, pues se especula que 
se pagan sobornos para agilizar su trámite. Aunque la Ley 17 de 211 
(Estatuto Anticorrupción) le otorgó al presidente de la República faculta-
des extraordinarias para expedir normas con fuerza de ley para suprimir o 
reformar procedimientos y trámites innecesarios, se excluyeron de forma 
expresa los trámites relacionados con las licencias ambientales. No obstante, 
la Ley 175 de 215 sí modificó los tiempos para el trámite de las mismas 
reduciendo de manera considerable la posibilidad de las autoridades am-
bientales para realizar evaluaciones profundas a los estudios ambientales 
presentados por los solicitantes de las citadas licencias6. 
I V .  i n  e s t i g ac i o n e s  y  s a n c i o n e s  p o r  h e c h o s 
d e  c o r ru p c i  n  e n  e l  s e c to r  am b i e n ta l 
Las presuntas irregularidades cometidas por funcionarios de las car han sido 
objeto de investigación y sanción de parte de la Procuraduría General de la 
Nación. Así, a partir de una acción u omisión en el cumplimiento de los debe-
res propios del cargo o función, o con ocasión de ellos, o por extralimitación 
de funciones y reconociendo siempre la presunción de inocencia consagrada 
en la Constitución y la Ley 7 de 22, se ha investigado a directores de 
 Contraloría General de la República, Informe de Auditoría Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca (car) 2015.
5 Ibid. 
6 Ley 17 de 211, art. 75. Política antitrámites.
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car y a otros funcionarios de estas entidades sancionándolos con suspensión 
en el ejercicio del cargo, destitución o inhabilidad para ejercer la función 
pública en cualquier cargo o función, por el término señalado en el fallo. A 
continuación se relacionan algunos fallos de la Procuraduría sobre el tema:
1. La Procuraduría General de la Nación destituyó e inhabilitó por quince 
años a Alfonso Mantilla Rodríguez (director general [e]) de la Corporación 
Autónoma Regional de Santander (cas) por irregularidades en torno a un 
contrato de compraventa de un predio en la región (Santander). Así mis-
mo, el ministerio público en fallo de primera instancia ordenó suspender 
e inhabilitar por diez meses al señor Héctor Murillo 1(director general de 
la cas) por suscribir contratos de prestación de servicios con su hija en el 
año 28[7]. 
2. Rafael Antonio Pérez Júbiz, exdirector general de la Corporación 
Autónoma Regional del Atlántico (cra), fue destituido e inhabilitado por el 
término de dieciocho años por irregularidades en contratación. En la misma 
situación quedó inmerso Ricardo de Jesús Haad Carreño, profesional uni-
versitario de la misma corporación, sancionado con destitución e inhabilidad 
general por quince años. “El ministerio público encontró que hubo falsedad 
en documento público y un contrato sin cumplimiento de requisitos”8.
. La Procuraduría General de la Nación destituyó e inhabilitó por once 
años a Jesús Hernán Guevara, director general de la Corporación Autónoma 
Regional del Cauca (crc) por suscribir convenios con incumplimiento de 
normas contractuales. Consideró la Procuraduría que el exdirector incurrió 
en falta disciplinaria al evadir los procedimientos de selección objetiva del 
contratista establecidos en la ley. Los convenios suscritos para la cons-
trucción y adecuación de alcantarillados y plantas de tratamiento de aguas 
residuales en algunos municipios del departamento del Cauca no podían 
hacerse mediante contratación directa, más aún cuando se estableció que 
7 Procuraduría General de la Nación, “En fallo de primera instancia, sancionados exdirectivos de 
la Corporación Autónoma Regional de Santander”, Boletín 116, 18 de diciembre de 21 [en 
línea]. Disponible en <https://www.procuraduria.gov.co/portal/index.html>, consultada el 25 
de enero de 217. 
8 Procuraduría General de la Nación, “Procuraduría General de la Nación destituyó en fallo de 
primera instancia a exdirector de la Corporación Autónoma Regional del Atlántico”, Boletín 955, 
1 de septiembre de 212 [en línea]. Disponible en <https://www.procuraduria.gov.co/portal/
index.html>, consultada el 25 de enero de 217.
1 La corrupción en el sector ambiental: un detrimento contra el patrimonio natural
los contratistas, en su mayoría, no contaban con la capacidad ni idoneidad 
para ejecutar el objeto del convenio9. 
. En el año 21 la Procuraduría General de la Nación formuló pliego 
de cargos contra el exdirector general de la Corporación Autónoma Regio-
nal del Valle del Cauca (cvc), José William Garzón Solís, por las posibles 
irregularidades en las que incurrió al celebrar un convenio de asociación en 
el año 28[5].
5. El exdirector general de la Corporación Autónoma Regional del Río 
Grande de la Magdalena (Cormagdalena), Norberto de Jesús Vélez Escobar, 
fue destituido e inhabilitado por once años en fallo de primera instancia de 
la Procuraduría General de la Nación por fraccionar contratos para evadir la 
licitación, violando de este modo el principio de transparencia. Según la 
Procuraduría, “la falta fue calificada como gravísima a título de dolo puesto 
que el señor Vélez Escobar conocía las reglas de la contratación previstas 
en la Ley 8 de 199 y aún así omitió la selección del contratista mediante 
licitación pública”51.
6. En fallo de primera instancia, la Procuraduría General de la Nación 
destituyó e inhabilitó por diez años al exsecretario general de la Corporación 
Autónoma Regional de Santander, Óscar René Durán Acevedo, por irre-
gularidades en la celebración de un contrato de obra para la rehabilitación 
de nueve kilómetros de un jarillón en el municipio de Sabana de Torres 
(Santander) en el cual se omitió la elaboración de los estudios previos. En 
el mismo fallo, al señor Héctor Murillo (exdirector general) se le encontró 
responsable de desconocer “[...] los principios que rigen la función admi-
nistrativa, al aprobar las modificaciones de las cantidades de dicho contrato, 
9 Procuraduría General de la Nación, “pgn destituyó e inhabilitó a exdirector de la Corporación 
Autónoma Regional del Cauca”, Boletín 966, 29 de noviembre de 21 [en línea]. Disponible en 
<https://www.procuraduria.gov.co/portal/index.html>, consultada el 25 de enero de 217. 
5 Procuraduría General de la Nación, “Pliego de cargos contra exservidores de la Corporación 
Autónoma Regional del Valle del Cauca”, Boletín 967, 29 de noviembre de 21 [en línea]. Dis-
ponible en <https://www.procuraduria.gov.co/portal/index.html>, consultada el 25 de enero 
de 217. 
51 Procuraduría General de la Nación, “pgn destituyó e inhabilitó a exdirector de la Corporación 
Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena (Cormagdalena), Boletín 967, 16 de julio 
de 26 [en línea]. Disponible en <https://www.procuraduria.gov.co/portal/index.html>, 
consultada el 25 de enero de 217.
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situación que llevó a que se construyera ,5 kilómetros de jarillón y no 9 
kilómetros, como estaba planeado”52.
7. El exdirector general de la Corporación Autónoma Regional del Cesar 
(Corpocesar), Virgilio Segundo Calderón Peña, fue suspendido por tres 
meses por utilizar de forma indebida recursos provenientes de regalías y 
compensaciones del carbón, que son de destinación específica, y que fueron 
utilizados para pagar un contrato de prestación de servicios. Sostiene la Pro-
curaduría: “Según las pruebas documentales aportadas por la Dirección de 
Regalías, el contrato no fue suscrito en el marco de un programa de inversión 
que tuviera el propósito de mitigar los efectos ambientales, sino para apoyar 
el desarrollo de funciones permanentes, inversión esta que es considerada 
como gasto de funcionamiento por ser una erogación recurrente que debe 
realizar la administración”5.
8. Miguel de Jesús Vanegas Zambrano, subdirector de la Corporación 
Autónoma Regional del Sur de Bolívar (csb) fue destituido e inhabilitado 
por diez años en fallo de primera instancia por la Procuraduría General de 
la Nación por el incumplimiento de sus deberes como interventor de un 
contrato de prestación de servicios suscrito para realizar seminarios taller 
ambientales en la región. Tales seminarios fueron certificados como realiza-
dos a satisfacción sin que se hubieran realizado los contratados y el único que 
sí se dictó no cumplió con la intensidad horaria ni los tiempos pactados5.
9. El director general de la Corporación Autónoma Regional del Magda-
lena, Orlando Enrique Cabrera Molinares, en fallo de primera instancia, fue 
suspendido por el término de cinco meses por incumplir sus funciones como 
representante legal de esta entidad en la recuperación de los rendimientos 
52 Procuraduría General de la Nación, “En fallo de primera instancia, Procuraduría General de la 
Nación destituyó e inhabilitó por 1 años a exsecretario general de la Corporación Autónoma 
Regional de Santander”, Boletín 682, 2 de agosto de 216 [en línea]. Disponible en <https://
www.procuraduria.gov.co/portal/index.html>, consultada el 25 de enero de 217.
5 Procuraduría General de la Nación, “En decisión de primera instancia, Procuraduría suspendió 
por tres meses a exdirector general de la Corporación Autónoma Regional del Cesar (Corpoce-
sar)”, Boletín 765, 8 de octubre de 21 [en línea]. Disponible en <https://www.procuraduria.
gov.co/portal/index.html>, consultada el 25 de enero de 217.
5 Procuraduría General de la Nación, “Procuraduría General de la Nación destituye mediante fallo 
de primera instancia a exdirector de la Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar”, 
Boletín 88, 21 de noviembre de 21 [en línea]. Disponible en <https://www.procuraduria.
gov.co/portal/index.html>, consultada el 25 de enero de 217.
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financieros que se dejaron de percibir en un giro del Fondo Nacional de 
Regalías55. 
Es claro que estas sanciones impuestas a quienes incumplen con sus 
deberes, o se extralimitan en sus funciones o prohibiciones, o incurren en 
violaciones a los regímenes de inhabilidades o incompatibilidades, impedi-
mentos o conflicto de intereses, o por el detrimento al patrimonio público, no 
logran frenar la corrupción en el sector ambiental, pues comparativamente 
son escazas frente a las irregularidades que se presentan. Es decir, el riesgo 
de ser sancionado disciplinaria o fiscalmente es mínimo por las dificultades 
probatorias que tienen la Procuraduría y la Contraloría al momento de esta-
blecer una responsabilidad disciplinaria o fiscal para los empleados públicos. 
Respecto de las infracciones penales, el Código Penal colombiano ha 
establecido una serie de delitos que puede llegar a cometer un servidor pú-
blico contra la Administración Pública. Estos son: 1) peculado: apropiación 
ilegal, en provecho propio o a favor de un tercero, de bienes del Estado; 2) 
concusión: en abuso del cargo o sus funciones, inducir a alguien a dar o pro-
meter dinero o cualquier otra utilidad indebida; ) cohecho: recibir para sí 
o para otro dinero, utilidad o promesa remuneratoria para retrasar u omitir 
un acto propio de su cargo o ejecutar uno contrario; ) celebración indebida 
de contratos: trámite, aprobación o celebración de un contrato con violación 
del régimen de contratación estatal; 5) prevaricato: tomar decisiones admi-
nistrativas contrarias a la ley. También están listados como delitos contra la 
Administración Pública el tráfico de influencias, el enriquecimiento ilícito, 
los abusos de autoridad, la usurpación, la utilización indebida de informa-
ción y de influencias derivadas del ejercicio de función pública y abuso de 
funciones públicas, entre otros. 
Así las cosas, la Fiscalía General de la Nación ha investigado por pre-
suntos delitos de corrupción a algunos funcionarios de corporaciones autó-
nomas regionales. Dichas investigaciones han terminado, en algunos casos, 
con imposición de penas privativas de la libertad y multas impuestas por los 
jueces penales. A continuación se relacionan algunos casos publicados en la 
página oficial del organismo acusador:
55 Procuraduría General de la Nación, “En fallo de primera instancia, Procuraduría suspendió 
al director general de la Corporación Autónoma Regional del Magdalena”, Boletín 957, 1 de 
septiembre de 212 [en línea]. Disponible en <https://www.procuraduria.gov.co/portal/index.
html>, consultada el 25 de enero de 217.
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1. En el año 212, la subdirectora administrativa y la coordinadora del 
grupo de tesorería de la Corporación Autónoma Regional de Caldas (Cor-
pocaldas) fueron condenadas a prisión (2 meses) y al pago de una multa 
al ser encontradas responsables por la Fiscalía del delito de peculado por 
apropiación. El citado delito se concretó cuando las dos exfuncionarias, con 
ocasión de algunas transacciones bancarias, se apropiaron indebidamente 
de unos bienes de la Corporación56.
2. En el 21 el exsecretario de la Corporación Autónoma Regional del 
Atlántico (cra) fue condenado a pagar seis años y seis meses de prisión por 
el delito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales. Los hechos 
se presentaron en el año 27 cuando la Corporación Autónoma Regional 
firmó convenios (22 en total) para plantar árboles, los cuales nunca fueron 
ejecutados57. Por los mismos hechos fue condenado el exdirector de la Cor-
poración Autónoma Regional de Atlántico a pagar cuatro años y dos meses 
de prisión acusado de los delitos de peculado por apropiación en favor de 
terceros, contrato sin cumplimiento de requisitos legales y prevaricato por 
acción. Según la investigación adelantada por la Fiscalía, aunque los con-
venios fueron pagados, estos no se ejecutaron58. 
. En marzo de 21 se dictó, por parte del Juzgado Tercero Penal 
Municipal, medida de aseguramiento en contra del exdirector de la Corpo-
ración Autónoma Regional del Quindío (crq), el exsubdirector de Políticas 
Ambientales y la jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica de la misma entidad, 
por delitos que atentan contra la Administración Pública relacionados con 
la celebración de contratos sin cumplimiento de requisitos legales, interés 
indebido en la celebración de contratos, falsedad en documento privado, fal-
sedad en documento público, peculado por apropiación y peculado culposo, 
con ocasión de la celebración del Convenio 79 de 29, suscrito entre la crq 
56 “Condenadas exfuncionarias de Corpocaldas”, 1 de mayo de 212 [en línea]. Disponible en 
<http://www.fiscalia.gov.co/colombia/seccionales/condenadas-ex-funcionarias-de-corpocal-
das/>, consultada el 1 de agosto de 217.
57 “Condenado exsecretario de la Corporación Regional Autónoma de Barranquilla”, 12 de agosto 
de 21 [en línea]. Disponible en <http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/condenado-
exsecretario-de-la-corporacion-regional-autonoma-de-barranquilla/>, consultada el 1 de agosto 
de 217. 
58 “Condenado exdirector de la Corporación Autónoma Regional de Atlántico”, 29 de mayo de 21 
[en línea]. Disponible en <http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/condenado-exdirector-
de-la-corporacion-autonoma-regional-de-atlantico/>, consultada el 1 de agosto de 217.
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y la Fundación Mages. Según los investigadores, en la fase precontractual 
se violó el principio de transparencia y selección objetiva59. 
. La Fiscalía General de la Nación capturó a finales de diciembre de 
216 a la directora de la Corporación Autónoma de Santander (cas) y a otras 
tres personas, entre funcionarios y exfuncionarios, por presuntas irregula-
ridades en la celebración de contrato. A la directora de la cas se le investigó 
por peculado por apropiación, contrato sin cumplimiento de requisitos, 
falsedad en documento privado y falsa denuncia6. 
5. En el mes de mayo de 217 la Fiscalía imputó cargos a tres exfunciona-
rios del área administrativa y financiera de la Corporación Autónoma para el 
Desarrollo Sostenible de Urabá (Corpourabá) por los delitos de peculado por 
apropiación en provecho propio y falsedad ideológica en documento público. 
Con estos delitos, los exfuncionarios lograron apropiarse indebidamente de 
dineros de la entidad61.
Visto lo anterior, se evidencia que entre los delitos más comunes co-
metidos por funcionarios de las car están el peculado por apropiación, la 
celebración de contratos sin cumplimiento de requisitos legales y la falsedad 
en documento para facilitar la acción delictiva. 
c on c lu s i  n 
Las autoridades ambientales tanto locales como regionales son identificadas 
como focos de corrupción en el país, pues han sido blanco de los políticos 
en las regiones. La corrupción presente en su interior es un factor de de-
gradación del medio ambiente, en la medida en que los recursos destinados 
a su protección o recuperación son malversados en la celebración de con-
tratos y convenios que no se ejecutan de la forma debida o no cumplen con 
la finalidad ambiental que los inspira. La misma elección de los directores 
59 “Medida de aseguramiento para dos exdirectivos de la Corporación Autónoma Regional de 
Quindío y una funcionaria”, 27 de marzo de 21 [en línea]. Disponible en <http://www.fiscalia.
gov.co/colombia/noticias/medida-de-aseguramiento-para-dos-exdirectivos-de-la-corporacion-
autonoma-regional-de-quindio-y-una-funcionaria/>, consultada el 1 agosto de 217.
6 “Capturada directora de la Corporación Autónoma de Santander (cas)”, 28 de diciembre de 216 
[en línea]. Disponible en <http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/capturada-directora-
de-la-corporacion-autonoma-de-santander-cas/>, consultada el 1 de agosto de 217.
61 “Aceptaron cargos por millonaria defraudación a Corpourabá”, 5 de mayo de 217 [en línea]. 
Disponible en <http://www.fiscalia.gov.co/colombia/noticias/aceptaron-cargos-por-millonaria-
defraudacion-a-corpouraba/>, consultada el 1 de agosto de 217.
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generales de estas entidades lleva a que en su seno se privilegien favores 
políticos y no la especialidad técnica que se pretendía cuando se reorganizó 
el sector ambiental con la expedición de la Ley 99 de 199. Y es que por la 
corrupción en el sector ambiental, la sociedad asume un costo muy alto por 
la pérdida de calidad de vida a causa de la contaminación y deterioro de los 
recursos naturales. Sin embargo, es difícil de percibir el creciente deterioro 
ambiental que se está generando no solo por los recursos naturales que no 
están aún cuantificados, sino también por su abundancia, que lleva a que su 
desgaste y afectación sea solo un hecho notorio a largo plazo. Además, las 
autorizaciones y permisos ambientales otorgados no siempre cuentan con 
filtros técnicos rigurosos con la previa aprobación y otorgamiento. Así pues, 
quedan muchos sinsabores cuando se evidencia que muchos proyectos, obras 
o actividades terminan siendo viabilizados por las autoridades ambientales 
pasando por alto las recomendaciones técnicas y el rechazo de la comunidad. 
Por último, los corruptos que actúan con cautela y se mueven en la delgada 
línea entre lo legal y lo ilegal terminan gozando de impunidad gracias a las 
normas garantistas que los amparan. 
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